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RESUMEN

En el presente artículo se abordará un análisis de las posibilidades que posee la huelga en
la lucha por un medio ambiente saludable. En los últimos tiempos, las organizaciones de defensa
ambiental han convocado a la ciudadanía a manifestar su malestar ante el devenir medioam-
biental a través de huelgas globales. Por ello, nos planteamos, en primer lugar, si se trata de
auténticas huelgas. A continuación, partiendo de la convicción de que la defensa del medio am-
biente también es un interés de clase, se admite la viabilidad de las huelgas ambientales. Por
último, se abordan cuestiones relativas a la posibilidad de las huelgas político-ambientales y a
la interrelación entre este tipo de huelgas y la creciente protección del derecho a la libertad de
empresa.

ABSTRACT

This article will analyze the possibilities of strikes in the struggle for a healthy environment.
In recent times, environmental defense organizations have called on citizens to express their
dissatisfaction with the environmental situation by means of global strikes. For this reason, we
ask ourselves, first of all, whether these are genuine strikes. Then, based on the conviction that
the defense of the environment is also a class interest, we admit the viability of environmental
strikes. Finally, we address questions concerning the possibility of political-environmental strikes
and the interrelationship between this type of strike and the growing protection of the right to fre-
edom of enterprise.
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1. INTRODUCCIÓN

El derecho de huelga hunde sus raíces en la revolución industrial y ha tenido su campo de
actuación natural en la conquista de mejoras laborales para las clases trabajadoras. Tras un
largo período histórico de represión o simple anomia, se pasó a su reconocimiento como dere-
cho, en el caso de España de carácter fundamental1. Durante todo ese tiempo, el derecho de
huelga, al menos en su concepción técnica, se encuentra vinculado al mundo del trabajo y sus
tradicionales aspiraciones.

Por ello, nos tendríamos que plantear, desde la perspectiva de nuestra disciplina, si este
instrumento posee la suficiente ductilidad como para adaptarse a las nuevas realidades sociales
y sus reivindicaciones. Evidentemente, el primer obstáculo que tal extensión plantea estaría re-
lacionado con el carácter restrictivo de los titulares de tal derecho, al menos en el ordenamiento
español. Se trata de un derecho de los trabajadores. Por ello, carecería de tal consideración y
protección aquellas denominadas huelgas convocadas y secundadas por otro tipo de actores
sociales (STCo. 11/81, de 8 de abril, fj. 12). Así pues, en nuestro estudio hemos de limitarnos
al análisis de huelgas con tal objetivo, pero, necesariamente, vinculadas por sus convocantes
al trabajo.

Además, el estudio de las relaciones entre la huelga y la defensa del medio ambiente ha de
diferenciar, con carácter previo, las posibilidades de este instrumento respecto de los destina-
tarios de tales medidas. Así, en primer lugar, habría que contemplar la posibilidad de que los
trabajadores, a través de sus organizaciones sindicales, planteen la paralización de la produc-
ción como medio de protesta ante determinadas políticas de las administraciones públicas que,
a su juicio, puedan conllevar un menoscabo del medio natural. En este supuesto, la huelga me-
dioambiental habría de relacionarse, a la hora de determinar sus posibilidades, con la huelga
política y su reconocimiento jurídico.

Junto a esta, también cabría vislumbrar la posibilidad de que los trabajadores, como medio
de presión ante políticas empresariales que, a su juicio, no sean respetuosas con el medio, pue-
dan plantear medidas de conflicto colectivo. Al respecto, ha sido tradicional, como veremos más
adelante, la diferencia entre aquellas medidas empresariales que, además de afectar al medio,
conllevan un potencial perjuicio para la seguridad y salud de los trabajadores, de aquellas otras
que persiguen mejoras en el denominado medio ambiente externo y que no poseen una cone-
xión inmediata con la salud de estos, más allá de lo que les afecta como habitantes del entorno
de la empresa2.

Respecto a este segundo supuesto, el amplio reconocimiento de la libertad de empresa
actúa como una limitación de este tipo de huelgas en un doble sentido. Por una parte, en el de
limitar las interferencias con el derecho empresarial de gestionar su empresa, dentro del res-
pecto de las normas, conforme a sus criterios. En segundo lugar, esta libertad de empresa con-
lleva también la atribución de un poder de policía al empresario que le legitima a introducir
medidas de seguridad que, en última instancia, también pueden afectar el normal desarrollo de
las medidas de conflicto colectivo aquí analizadas.
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1 Véase GARCÍA MURCIA, J. (dir.), Legislación histórica sobre huelga y conflicto colectivo de trabajo, Aranzadi,
2011.
2 VANULS, C., «Les conflicts collectifs du travail à dimension environnementale», Revue mensuelle lexisnexis ju-
risclasseur, 2015 (juilliet), p. 18.
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2. INTERÉS DE PROTECCIÓN DEL MEDIO COMO INTERÉS DE CLASE

Así pues, la primera limitación que habría de plantear al derecho de huelga y, en general, a
las medidas de conflicto colectivo, se refiere a los titulares de tales derechos. Técnicamente,
solo poseerá la protección que nuestro ordenamiento jurídico otorga al derecho de huelga aque-
llas declaradas por trabajadores por cuenta ajena, planteadas estas tanto frente a la empresa
como frente a las políticas gubernativas que les perjudican. Ello, no obstante, no resuelve todas
las cuestiones de delimitación previa del objeto de estudio. No todos los conflictos colectivos
que los trabajadores pueden plantear gozarán de tal protección, toda vez que tales conflictos
habrán de estar relacionados con la búsqueda de la satisfacción de un interés que les afecta
en cuanto tales trabajadores.

Para poder afrontar el concepto de huelga desde un punto de vista técnico, hemos de plan-
tearnos, pues, la delimitación del concepto de interés colectivo. Conforme aparece establecido
en el art. 17.1 Real Decreto Ley 17/77, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo (DLRT), se re-
quiere que tales conflictos sean la consecuencia de «intereses generales de los trabajadores».
En nuestro texto constitucional, por su parte, se viene a reconocer el derecho a la huelga de los
trabajadores para la defensa de sus intereses (28.2 CE). Sin precisar, por tanto, cuáles han de
ser tales intereses. No encontramos una definición de tal concepto más allá de la constatación
del hecho de que trascienda el interés puramente individual. En este sentido, la doctrina, tradi-
cionalmente, ha centrado sus esfuerzos dogmáticos en establecer vías de determinación de
qué se entiende por colectivo. Al respecto, se ha afirmado que tal interés se identifica con un
«interés general, abstracto e indivisible de la pluralidad, grupo indiferenciado o colectivo de tra-
bajadores, correspondiente al grupo en su conjunto y, por tanto, no susceptible de fracciona-
miento entre sus miembros»3. 

Este interés colectivo es una consecuencia de la existencia de una cierta unidad de los tra-
bajadores en cuanto clase. Es decir, dicho interés general se refiere a un interés de clase, al
que parece referirse nuestro texto constitucional en su art. 7 al afirmar que los sindicatos de tra-
bajadores contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les
son propios4. A su vez, no es dable mantener la inexistencia de dicho interés colectivo por el
hecho de que «ciertos miembros de la colectividad se desliguen de aquel. Basta, por el contrario,
que el interés sea, por su naturaleza, susceptible de extensión a todo el grupo, para que pueda
calificarse de colectivo»5.

Conforme a lo dicho, los trabajadores poseerían un derecho de reacción colectiva ante aque-
llos comportamientos empresariales o provenientes de otras instancias que entiendan que les
suponen un menoscabo a sus intereses. Por ello, la cuestión fundamental al objeto de nuestro
estudio estará en determinar si la protección del medio ambiente se incluye dentro de tal interés.
Dicho de otro modo, habremos de intentar determinar si la defensa de la biosfera forma parte o
no del interés de clase de los trabajadores.

Si atribuimos un carácter restrictivo al concepto de interés colectivo, solo cabría atribuir a
los trabajadores el derecho a plantear medidas de conflicto colectivo que tengan una relación
directa con su contrato de trabajo o con la prestación de este. Por el contrario, quedarían fuera
todos aquellos aspectos de la realidad social que no poseen una conexión directa con tales
cuestiones. Si extrapolamos este razonamiento al interés de protección del medio ambiente,
podríamos excluir el interés de los trabajadores, en cuanto tales, para su protección al ser ex-
terno al mismo. No obstante, a este razonamiento se podría fácilmente oponer el hecho de que,
en muchos casos, la protección o destrucción del medio ambiente poseerá una relación directa
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3 PALOMEQUE LÓPEZ, M. C. y ÁLVAREZ DE LA ROSA, M., Derecho del Trabajo, Editorial Universitaria Ramón
Areces, Madrid, 2022, p. 404.
4 En un sentido similar, puede verse el art. L. 2132-3 del Code du travail francés.
5 MONTOYA MELGAR, A., Derecho del Trabajo, Tecnos, Madrid, 2021, p. 709.
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con el mantenimiento o la calidad del trabajo. Aunque también cabría plantearse la duda de si
todos los conflictos ambientales poseen tal significación.

A este respecto, ha sido tradicional la división entre conflicto ambiental y socioambiental.
Mientras que en el primer supuesto la reacción ante un perjuicio ambiental se plantea desde
sujetos externos al mismo, en el segundo se produce una estrecha vinculación entre dicho daño
y aquellos que reaccionan contra él. Desde la perspectiva que aquí interesa, una respuesta in-
mediata a tal interrogante llevaría a concluir que solo en el segundo de los supuestos podría
plantearse la incorporación dentro de «los intereses generales» salvaguardados constitucional-
mente. No obstante, el profundo deterioro del medio ambiente acaecido en las últimas décadas
hace que los conflictos ambientales «se manifiestan como políticos, sociales, económicos […].
Son conflictos tradicionales inducidos por una degradación del ambiente»6. Así pues, desde
nuestro punto de vista, la mayor parte de los conflictos medioambientales poseerán un carácter
más amplio que terminará afectando a alguna cuestión laboral. De este modo, entroncaríamos,
además, con la más tradicional doctrina que siempre mantuvo que el carácter laboral del con-
flicto ha de ser concebido de manera amplia, «puesto que el conflicto surge, y lo es propiamente
de trabajo, no sólo en relación con las estrictas condiciones de prestación del trabajo, sino con
todos los derechos e intereses que giran en torno o a partir de éstas»7. 

Como refuerzo a nuestra hipótesis de partida, es muy adecuado recuperar, aplicándolo a
nuestro ámbito de estudio, el concepto de justicia medioambiental. Desde hace algunas déca-
das, la ciencia política viene relacionando el deterioro del medioambiente con aspectos relativos
a la desigualdad en la distribución de los recursos o la desigual capacidad de incidencia en la
adecuada gestión del bien común8. Las reivindicaciones predominantes, tras la revolución in-
dustrial y durante la mayor parte del discurrir del movimiento obrero, se han circunscrito al con-
flicto trabajo-capital, obviándose, en palabras de Beck, cuestiones como la finalidad del trabajo
o los riesgos del mismo9. Sin embargo, es obvio que dicha diferenciación es puramente teórica,
toda vez que una política medioambiental inadecuada generará unas consecuencias directas
en la salud de los trabajadores como ciudadanos que conviven en el entorno del lugar de trabajo. 

Por su parte, el preámbulo del acuerdo de Naciones Unidas alcanzado en la Conferencia de
París de 2015 (COP21) estableció, como uno de los ejes para tener en cuenta, «la reconversión
justa de la fuerza laboral y la creación de trabajo decente y empleos de calidad de conformidad
con las prioridades de desarrollo definidas a nivel nacional»10. Es decir, se partía del hecho de
que la aprobación de medidas tendentes a revertir el cambio climático tendrá un efecto sobre
el trabajo. Por ello, en el seno de las medidas a adoptar, habrá de tenerse en consideración
dicho trabajo para conseguir que dichas transiciones no impliquen unos efectos perniciosos en
aquellos sectores sociales vinculados a las actividades que, necesariamente, habrán de verse
afectadas.

Todas las razones hasta aquí desarrolladas han sido resaltadas por los sectores más auto-
rizados de la doctrina y que, junto a otros de carácter social, han constatado una progresiva
ampliación de los objetivos de la acción colectiva. Precisamente, entre tales objetivos tendrían
una especial significación la lucha, desde el mundo del trabajo, contra aquellas políticas que
suponen un menoscabo para toda la sociedad11. Todo ello entronca, evidentemente, con la más
tradicional concepción del derecho de huelga como instrumento que procura el reequilibrio entre
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6 HOMER-DIXON, «On the Threshold: environmental changes as causes of acute conflict», International Security,
1991, n.º 16-2.
7 RODRÍGUEZ-SAÑUDO GUTIÉRREZ, F., La intervención del Estado en los conflictos colectivos de trabajo, Ins-
tituto García Oviedo, Sevilla, 1972, p. 27.
8 LARRÈRE, C., «La justice environnementale», Multitudes, 2009, n.º 36, pp. 156-162.
9 BECK, U., La sociedad del riesgo, Paidós, Barcelona, 2001, p. 40.
10 En el mismo sentido, puede verse la Resolución de la OIT sobre el desarrollo sostenible, el trabajo decente y
los empleos verdes de 19 de junio de 2013.
11 SUPIOT, A., «Revisiter les droits d’action collective», Droit Social, 2001, n.º 7/8, p. 687.
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sujetos de fuerza económica desigual12. Es evidente que en el tema que nos ocupa tal desequi-
librio se manifiesta, incluso, con mayor contundencia, puesto que el control de los medios de
producción por unos pocos les otorga un poder exorbitante respecto de los recursos naturales
que, desde la perspectiva del mundo de trabajo, solo puede verse parcialmente reequilibrado a
través de este tipo de instrumentos.

3. LA HUELGA MEDIOAMBIENTAL COMO HUELGA POLÍTICA

El primero de los supuestos en los que cabría imaginar la relación entre derecho de huelga
y protección del medio ambiente, lo constituiría la posibilidad de que los trabajadores planteen
una huelga ante determinadas políticas ambientales de los poderes públicos. Ejemplos de tales
huelgas serían aquellas que se plantean para conseguir la ratificación por parte de un Estado
de determinado tratado internacional; para condicionar la posición de un país en determinada
cumbre mundial; o, por último, aquellas que se pudieran plantear para exigir el más rápido cum-
plimiento, por ejemplo, de los objetivos del milenio. Es evidente que hemos de hacernos una
pregunta previa al respecto. En concreto, se trata de determinar si las huelgas ambientales son
huelgas políticas. En relación con esta cuestión, suscribimos que no es posible el análisis de
las relaciones entre trabajo y medio ambiente al margen del modo de producción donde el
mismo se desenvuelva, y «no hay posible ecologización de la economía sin control social de la
inversión: sin decisiones ecológicamente sensatas sobre qué se produce y cómo se produce.
Esto supone una amenaza directa al poder de clase de los capitalistas. La ecología, también
aquí, es un asunto de lucha de clases»13. Por tanto, una huelga que plantee el redirecciona-
miento de las políticas gubernativas de protección del medio ambiente posee, entre otros, unos
objetivos políticos.

En lo que se refiere a las posibilidades de esta modalidad de huelga en España, no podemos
desconocer las peculiaridades de la regulación de este derecho. Todavía en la actualidad, su
régimen jurídico lo constituye una normativa preconstitucional que ha sido, en numerosas oca-
siones, interpretada por el Tribunal constitucional en un sentido alejado de su espíritu e, incluso,
de su literalidad. En el contexto de la Transición política desde la Dictadura, con numerosas
huelgas declaradas a pesar de su radical prohibición, la normativa aprobada en el año 1977
tenía que ser, necesariamente, muy restrictiva14. Al respecto, baste recordar que tal normativa
ni tan siquiera definía los objetivos o fines de la huelga, limitándose a determinar algunas mo-
dalidades huelguísticas que, por la finalidad perseguida, no entraban dentro de las huelgas le-
gales.

En lo que se refiere a la huelga política, el RDLRT establece en su art. 11 a) una genérica
atribución de ilegalidad para toda aquella huelga que se «inicie o sostenga por motivos políticos
o con cualquier otra finalidad ajena al interés profesional de los trabajadores afectados». Con-
forme a la literalidad del precepto, no serían posibles, sin correr el riesgo de que se consideraran
ilegales, aquellas huelgas medioambientales, conforme a la interpretación que acabamos de
mantener sobre su carácter político, que no tuvieran también como objetivo la protección del in-
terés profesional de los convocantes.

De este modo, la clave interpretativa del precepto está en la determinación de las posibili-
dades de que una huelga medioambiental pueda entenderse que afecta al interés profesional.
Con este objetivo, es fundamental traer a colación la interpretación dada a tales preceptos por
nuestro Tribunal Constitucional desde la iniciática sentencia 11/81, de 8 de abril, FJ 21. En con-
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12 MARTÍN VALVERDE, A., «Huelga laboral y huelga política: un estudio de modelos normativos», en El derecho
del trabajo ante el cambio social y político, Jaca, 1976, p. 84.
13 RIECHMANN, J. y FERNÁNDEZ BUEY, F., Trabajar sin destruir (Trabajadores, sindicatos y ecologismo), Edi-
ciones Hoac, Madrid, 1998.
14 GONZÁLEZ ORTEGA, S., El derecho de huelga: un derecho fundamental acorralado. Lección inaugural curso
académico 2017/18, Universidad Pablo Olavide, Sevilla, 2017, p. 8.
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creto, en aquella sentencia solo se interpretó, pues así lo solicitaba el correspondiente recurso,
la constitucionalidad del apartado b) de tal precepto, esto es, el referido a las huelgas de soli-
daridad. No obstante, a pesar del silencio guardado por tal sentencia, no ha impedido extender
a nuestros tribunales la doctrina elaborada al respecto también a las huelgas políticas.

En lo que se refiere a la jurisprudencia posterior, tanto del Tribunal Constitucional como el
Supremo, optaron por una interpretación favorecedora del derecho de huelga a la hora de definir
el concepto de interés profesional. Además, la estrecha relación entre derecho de huelga y de-
recho de libertad sindical, así como la atribución a las organizaciones sindicales de un papel
fundamental en la consecución de la igualdad por tratarse de piezas económicas y sociales in-
dispensables para la defensa y promoción de los intereses de los trabajadores (STCo 70/82,
de 29 de noviembre, FJ 5), coadyuva a entender el necesario carácter amplio de la definición
de interés profesional.

Conforme a la doctrina asentada por nuestro Tribunal Constitucional, la interpretación que
hayamos de dar del derecho de huelga y su extensión en cuanto a su objeto estará muy condi-
cionada por el carácter fundamental de este derecho. Así, por ejemplo, la STCo 36/93, de 8 fe-
brero, mantuvo con total claridad la necesidad de llevar a cabo una interpretación amplia del
concepto de interés profesional, dando cabida dentro del mismo, por ejemplo, a aquellas huelgas
que tienen como objeto la protesta ante una determinada política social del gobierno. Con pos-
terioridad, también respecto a otra huelga general, nuestro Tribunal Constitucional (183, 191 y
193/06, de 19 de junio) ha ratificado dicha interpretación entendiendo que «los intereses defen-
didos durante la huelga no tienen por qué ser necesariamente los intereses de los huelguistas,
sino los intereses de la categoría de los trabajadores».

Es decir, que son legítimas las huelgas políticas que tengan por objeto la defensa de los in-
tereses generales de la clase trabajadora a la que las organizaciones sindicales representan;
siendo artificial e inconsistente la radical separación entre objetivos económicos-profesionales
y objetivos políticos15. Dado que las vinculaciones entre medio ambiente e interés de tal clase
son múltiples en la práctica –desde la pérdida de empleo provocado por los efectos del cambio
climático hasta a la afectación de la calidad de vida–, las huelgas político-ambientales serían
perfectamente válidas en nuestro ordenamiento jurídico. Es decir, difícilmente es posible calificar
como huelgas políticas puras a aquellas que planteen una reivindicación ambiental, incardinán-
dose, por el contrario, dentro de la categoría de sociopolíticas. 

Se pone, de este modo, en valor la concepción del derecho de huelga como instrumento
que trasciende, en los ordenamientos jurídicos modernos, el modelo iusprivatista16 para aco-
gerse al denominado como modelo dinámico o sociopolítico, «que configura la huelga como un
medio para la autotutela de los intereses colectivos de los trabajadores en todos los ámbitos de
la vida social, es decir, como un instrumento de emancipación social de la clase trabajadora y
no exclusivamente un medio de presión en el marco de las relaciones laborales»17. En otras
palabras, la huelga no solo es un instrumento de conquista de mejoras laborales sino un medio
legítimo de los trabajadores de oponerse a las consecuencias del capitalismo18, entre ellas, el
pertinaz destrozo de la biosfera que lleva acometiendo desde sus inicios.

DLConflicto laboral y conflicto medioambiental...40

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Conflicto laboral y conflicto..., págs. 35 a 49

15 DURÁN LÓPEZ, F., «Derecho de huelga, sociedad civil y sociedad política», en El Derecho del Trabajo ante el
cambio social y político, Universidad de Zaragoza, Zaragoza, 1977, p. 136.
16 ZANGARI, Contributo alla teoría del diritto di sciopero, Giuffrè, Milano, 1969, p. 72.
17 MONEREO PÉREZ, J. L. y ORTEGA LOZANO, P. G., «Las huelgas ilegales: especial referencia a la huelga
político-social», Lex Social, 2021, n.º 2, p. 356.
18 RAMOS QUINTANA, M. I., «Conflicto de intereses, negociación colectiva y derecho de huelga: cambios en el
sistema productivo y disrupción normativa», Revista de Derecho Social, 2018, n.º 83, p. 173.
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4. LA HUELGA FRENTE A POLÍTICAS EMPRESARIALES MEDIOAMBIENTALMENTE IN-
JUSTAS

Este nuevo punto en el recorrido que transitamos con el objetivo de comprobar las posibili-
dades del derecho de huelga en el contexto de las luchas medioambientales ha de partir de
una obvia constatación: las posibilidades que poseen los trabajadores para influir en las políticas
empresariales en general y, en particular, en las que afectan o perjudican al medio ambiente,
son muy reducidas. 

En concreto, en el ordenamiento jurídico español sólo encontramos una referencia al res-
pecto: el art. 64.7 c) ET. Conforme a la redacción dada por la Ley 38/07, de 16 de noviembre,
se establece que el comité de empresa tendrá entre sus competencias la de «colaborar con la
dirección de la empresa para conseguir el establecimiento de cuantas medidas procuren el man-
tenimiento y el incremento de la productividad, así como la sostenibilidad ambiental de la em-
presa, si así está pactado en los convenios colectivos».

Como puede deducirse de este precepto estatutario, el legislador ha incluido entre las com-
petencias de los comités la colaboración con la empresa en la implementación de medidas ten-
dentes a la sostenibilidad ambiental de esta.  De este modo, se encarga de precisar que las
medidas de sostenibilidad ambiental son competencia exclusiva del titular de la organización
productiva. El papel otorgado al comité de empresa se limita, pues, a la colaboración. Es decir,
la iniciativa última de introducir unas u otras medidas de protección ambiental se hace depender
directamente de los detentadores de la propiedad de la empresa. Contrasta, por tanto, este tra-
tamiento con las competencias que sí son atribuidas a los órganos de participación de los tra-
bajadores en la empresa en lo que se refiere al medio ambiente interno (art. 34 LPRL). Esto es,
se establece una clara delimitación de funciones en relación con el lugar donde se manifieste
el perjuicio de la actividad empresarial. Si se trata de un deterioro interno, la competencia de
supervisar la implementación de medidas correctoras corresponde a los directamente afectados,
esto es, a los trabajadores. Por el contrario, cuando el perjuicio trasciende los límites de la em-
presa y se manifiesta hacia el exterior, la competencia es exclusiva de la empresa y, solo si esta
así lo decide a través del proceso de negociación colectiva, se ampliará a los trabajadores. Así
pues, a través del correspondiente convenio colectivo se podrán ampliar las competencias del
comité de empresa, pero, como precisa el propio precepto analizado, esta ampliación no será
obligatoria. Se tratará, por tanto, de una materia a negociar junto a otras muchas que afectan
de manera más inmediata a los trabajadores. 

Es importante resaltar, pues, que, al ser parte de las materias objeto de negociación, también
es una materia propia del posible planteamiento de medidas de conflicto colectivo, toda vez que
la huelga desarrolla una especial significación en el marco de los procesos de negociación. La
incorporación en los procesos de negociación es, además, lógica, toda vez que esta materia
tiene una repercusión inmediata en la salud de los trabajadores, siendo prácticamente imposible
establecer la separación entre interior y exterior empresarial en lo que se refiere a la afectación
de la salud de aquellos. Por otra parte, hay que tener en cuenta que el incumplimiento de la
normativa medioambiental puede conllevar un impacto inmediato sobre el empleo en la em-
presa. En concreto, la imposición de sanciones o, incluso, el cierre de la empresa como conse-
cuencia de accidente medioambiental conllevará un efecto directo sobre los puestos de trabajo19.
Entendemos, pues, que la relación establecida en el 64.7 c) ET con el derecho de negociación
colectiva supone, por ello mismo, la atribución de un espacio a la huelga en el marco del proceso
de negociación, también, de cuestiones ambientales20.
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19 Recuérdese, a título de ejemplo, el fuerte impacto en el empleo de la comarca que supuso la rotura de la balsa
de la Mina de Aznalcóllar (Sevilla) propiedad de la multinacional sueca-canadiense Boliden-Apirsa, acaecida en
1998 y que supuso el cierre de la misma.
20 TOMASSETTI, P., Diritto del lavoro e ambiente, Adapt, Bérgamo, 2018, p. 269.
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A pesar de esta primera aproximación, la atribución a los trabajadores de derechos de con-
flicto para hacer frente a una inapropiada, desde su punto de vista, política ambiental en la em-
presa, choca con el amplio reconocimiento del derecho de libertad de empresa en nuestro
ordenamiento jurídico, así como la progresiva exaltación de tal derecho por cierto sector de la
doctrina que, incluso, lo encumbra a la categoría de derecho fundamental, extremo no contem-
plado en nuestra constitución21.

En definitiva, se trataría de determinar cuáles son los límites que la protección de la libertad
de empresa puede suponer a la facultad de los trabajadores para plantear medidas de conflicto
colectivo al respecto. Evidentemente, nos referimos a la posibilidad de que a través de una
huelga se influya en una decisión empresarial, que pudiendo tener una repercusión medioam-
biental, no por ello ha de calificarse como contraria a ningún precepto legal. A título de ejemplo
podríamos citar la posibilidad de una huelga ante la decisión adoptada por una cementara de,
por ejemplo, cambiar los combustibles tradicionales utilizados en la producción por la denomi-
nada «valorización» de residuos.

Cuando la STCo 11/81 analizó la relación entre derecho de huelga y libertad de empresa, lo
hizo, exclusivamente, con respecto al mantenimiento por parte de la empresa de una serie de
potestades de gestión empresarial, a pesar de la convocatoria de la huelga. Tal sentencia partió,
por otra parte, de la afirmación de que la huelga «es también un derecho a limitar la libertad de
empresa» (FJ 10). No obstante, se aprecia en los últimos lustros, como advertíamos anterior-
mente, una cierta tendencia a configurar la libertad de empresa como un límite a los derechos
colectivos de los trabajadores. Al respecto, se afirma que, por ejemplo, el derecho de negocia-
ción colectiva no puede desfigurar el derecho de la empresa a organizar la producción22. Es
decir, se parte de la existencia de ciertas decisiones que solo al empresario corresponde23.

Esta interpretación impediría, precisamente, la posibilidad de medidas de acción colectiva
tendentes a evitar lo que, a juicio de los trabajadores, es una política inadecuada empresarial
pero que no posee una influencia directa en el empleo y las condiciones de su desempeño.
Estas limitaciones han sido, además, justificadas por cierto sector doctrinal. Así, por ejemplo,
Matia Prim mantuvo que el ejercicio del derecho de huelga «no puede conducir a una plena
anulación de la libertad de empresa, de forma tal que un cierto contenido de éste debe quedar
inmune a la actuación de aquél»24. De todos modos, el problema no resuelto por este autor es
determinar cuál es ese contenido mínimo de la libertad de empresa que no puede ser anulado
por el derecho de huelga.

Un buen ejemplo de esta tendencia es posible extraerlo de la serie jurisprudencial del TJUE
que se inició con la famosa sentencia Viking. Conforme a este tribunal, el ejercicio de derecho
de huelga no puede suponer un menoscabo al derecho de libre tránsito y establecimiento em-
presarial25. No obstante, más recientemente, el TDH ha venido a matizar tales afirmaciones. En
su resolución de 10 de junio de 2021, viene a mantener la superioridad del derecho a plantear
medidas de conflicto colectivo frente a las libertades económicas26. 
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21 ARAGÓN REYES, M. (2005), «El contenido esencial del derecho constitucional a la libertad de empresa», en
Libertad de empresa y relaciones laborales en España, Instituto de Estudios económicos, Madrid, 2005, p. 23.
22 DURÁN LÓPEZ, F., «Contenidos laborales del derecho constitucional a la libertad de empresa», en Libertad de
empresa y relaciones laborales en España, Instituto de Estudios económicos, Madrid, 2005, p. 62.
23 Véase la STS de 20 de noviembre de 2018 (Rec. 221/2017).
24 MATIA PRIM, J., El abuso del derecho de huelga, Madrid, CES, 1996, p. 183.
25 ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J., «Derecho de huelga y libre prestación de servicios en el ámbito comunitario»,
Temas Laborales. 2009, n.º 101, 243-253.
26 CHATZILAOU, K., «L’action collective des travailleurs et les libertés économiques devant la Cour européenne
des droits de l’homme», Revue de droit du travail, 2021, n.º 9, p. 535.

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:14  Página 42



En el derecho francés, también se han evidenciado las dudas sobre la virtualidad de estos
instrumentos respecto al objetivo de ampliar la incidencia de los trabajadores en las decisiones
empresariales de trascendencia medioambiental. Además, se evidencia, en este ordenamiento
jurídico, un deseo del legislador destinado a limitar dichas facultades, en exclusiva, a aquellos
supuestos en los que se trata de evitar un riesgo directo27.

La política medioambiental de la empresa se constituye, como consecuencia de la propia
previsión estatutaria, en un posible espacio propio de la negociación colectiva28. Ello implica no
solo la posibilidad de utilizar instrumentos de conflicto colectivo para que tales cuestiones se
recojan en los convenios colectivos en un determinado sentido, sino también para que tales
cuestiones entren dentro de las materias susceptibles de negociación. No obstante, no debemos
olvidar que, en última instancia, se va constatando un incremento de la significación de la libertad
de empresa, entre otras razones motivado por el proceso de integración comunitaria. Ello con-
dicionará, obviamente, las posibilidades de tales instrumentos en la práctica. Especialmente
respecto de aquellas medidas que no posean una relación directa con la salud de los trabaja-
dores ni impliquen una afectación inmediata del empleo y su calidad. Desde un punto de vista
práctico, puede comprobarse la existencia de acuerdos colectivos que redundan en la dirección
de hacer partícipes a los trabajadores de la toma de ciertas decisiones empresariales en este
sentido29.

A este respecto, entendemos extensible a esta parcela de la gestión medioambiental las
conclusiones alcanzadas por el Tribunal Supremo respecto a la legalidad de una huelga que
trata de condicionar decisiones tomadas en el marco de la libertad de empresa. En concreto,
en su sentencia de 11 de febrero de 2014 (Rec. 83/13), considera que decisiones empresariales
relativas a la organización interna de un grupo de empresas o la externalización de ciertas ac-
tividades condicionan el empleo y su gestión. Por ello, los trabajadores están legitimados para
el planteamiento de medidas de conflicto para intentar revertir tales decisiones empresariales.

En conclusión, no estaría demás volver a recordar la referencial STCo 11/81 que vino a in-
terpretar el conflicto entre derecho de huelga y derecho de libertad de empresa en unos términos
más apegados a lo lógica de nuestro texto constitucional: «El derecho de los huelguistas es un
derecho de incumplir transitoriamente el contrato, pero es también un derecho a limitar la libertad
del empresario» (FJ 10). Por ello, y dadas las vinculaciones siempre presentes entre la política
medioambiental de la empresa y aspectos fundamentales de las relaciones de trabajo, se ha
de afirmar este como un espacio propio del derecho de huelga.

5. PODER DE POLICÍA Y LIMITACIONES DE LAS HUELGAS MEDIOAMBIENTALES

Hasta este momento hemos venido analizando las posibilidades que los trabajadores poseen
para plantear medidas de conflicto colectivo en materia medioambiental. Es decir, nos hemos
centrado en la posibilidad de ampliar las tradicionales potestades de los trabajadores y las fun-
ciones de sus instrumentos de presión para otorgar a estos una cierta capacidad de influencia
en la política empresarial de protección del medio ambiente. No obstante, no es esta la única
aproximación a la relación entre el derecho a plantear medidas de conflicto colectivo, incluida
la huelga, y la protección del medio ambiente.
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27 Véase la Ley de 16 de abril de 2013 sobre lanzadores de alerta:
https://www.legifrance.gouv.fr/loda/id/JORFTEXT000027324252/
28 ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J., Labour and Environmental Sustainability. Comparative report, Adapt University
Press, Bérgamo, 2020.
29 Véase el III Acuerdo para el uso sostenible de los recursos, la protección del medio ambiente, la salud de las
personas y la mejora de la competitividad del sector cementero español (BOE 24 de octubre de 2017).
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Por el contrario, en España, pero también en otros países como es el caso de Francia, la
protección del medioambiente ha conllevado una ampliación de ciertas facultades empresaria-
les. En el caso de este segundo país, el Conseil d’État francés decidió que el carácter peligroso
de los productos utilizados en una empresa y la necesaria protección de los trabajadores, la
población y el medio ambiente permitiría al empresario imponer a sus trabajadores, por la vía
del Reglamento Interior, restricciones al ejercicio del derecho de huelga30. En un ordenamiento
jurídico en el que no existe un régimen normativo sobre servicios de seguridad y mantenimiento
semejante al español, la obligación empresarial de proteger el medio ambiente se convierte en
la atribución de facultades limitadoras del derecho de huelga31. Es más, en el caso de que la
huelga pusiera en peligro el medio ambiente, la mayor parte de la doctrina francesa plantea la
posibilidad de activar la figura de la «réquisition». En virtud de ella, la empresa, ante supuesto
de peligro para el medio ambiente, podrá solicitar a la autoridad competente que requiera a los
trabajadores para que presten los servicios necesarios para la evitación del riesgo32.

Hemos traído a colación el caso francés porque, al tratarse de un ordenamiento jurídico en
el que no se encuentran positivados los servicios de mantenimiento y seguridad como límite al
derecho de huelga, se ha elaborado con mayor cuidado doctrinal los límites de tal facultad de
excepción. Es evidente que la misma ha de estar rodeada de la necesaria proporcionalidad con
los riesgos ambientales que se pretenden evitar33. Desde nuestro punto de vista, el ejercicio de
esta facultad es una consecuencia del principio de precaución dado que, cuando se produce la
«réquisition» no ha acontecido el problema que se pretende evitar. Ello es lógico dada a la atri-
bución de un carácter preventivo, en general, a este tipo de medidas de policía34.

En nuestro ordenamiento, esta facultad empresarial encuentra acomodo expreso en el pre-
constitucional RDLRT. En concreto, en su art. 6.7 exige al comité de huelga garantizar la pres-
tación de los servicios necesarios para la seguridad de las personas y de las cosas. El Tribunal
Constitucional declaró la inconstitucionalidad de la previsión contenida en tal precepto respecto
a la designación unilateral del empresario de los trabajadores que han de asumir tales funciones
(STCo 11/81, FJ 20), aunque en la práctica tal declaración «sea papel mojado ya que el escaso
tiempo entre la convocatoria de huelga y su práctica dificulta llegar al acuerdo que el Tribunal
Constitucional exige»35. Es evidente que dentro de esta mención encontraría acomodo la nece-
saria protección del medio ambiente. Este precepto ha generado importantes problemas de apli-
cación que ha tratado de resolver nuestra jurisprudencia, especialmente en los supuestos en
los que no es posible alcanzar un acuerdo (STS 21 de mayo de 2003, RJ 2003/4210). Podemos
resumir tal jurisprudencia en el sentido de que no se puede extralimitar las finalidades perse-
guidas y ha de procurarse un sacrificio mínimo de tal derecho (STCo. 80/05, de 4 de abril).

En esta sentencia, además, se viene a resaltar la obviedad de que la huelga fue reconocida
como derecho fundamental por la constitución, al contrario de lo que ocurre con el derecho a la
libertad de empresa. Por ello, y trasladando estos razonamientos a nuestro objeto de estudio,
podemos afirmar que la alegación a cuestiones de protección del medio ambiente no puede su-
poner una excusa para la restricción excesiva del derecho de huelga. Se ha reconocer, dentro
de su poder de policía, unas ciertas facultades empresariales, pero siempre con un carácter mí-
nimo en las interferencias al derecho fundamental concernido. 
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30 VACARIE, I., «L’implication écologique du salarié», Revue Droit et ville, 1994, n.º 62, 113; y TAIROU, Y. A., Pré-
occupations environnementales et droit de l'entreprise: dans l'espace OHADA, Editions L'Harmattan, 2013.
31 ALADJINI, F., «Le droit de grève et le service public d’exploitation des centrales nucléaires : les pouvoirs de ré-
glementation et de réquisition de la société Électricité de France», RFDA, 2013, mayo-junio, 637-648.
32 Aunque es distanciarse de nuestro objeto de estudio, habría que mencionar la diferente posición de la jurisdicción
administrativa y social a la hora de atribuir tal facultad directamente al empresario (VANULS, 2015).
33 MARTINON, A., «Réquisitionner?», Revue de droit du travail, 2011, n.º 1, pp. 9.
34 RUIZ CASTILLO, M. M., El cierre patronal, Madrid, MTSS, Madrid, 1990, p. 137.
35 GONZÁLEZ ORTEGA, S., El derecho de huelga: un derecho fundamental acorralado, cit., p. 27.
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Al respecto, cabe recordar que el mantenimiento de los servicios necesarios para garantizar
la seguridad no supone el mantenimiento de la producción que se pretende paralizar con la
huelga, al contrario de lo que ocurre con los servicios mínimos designados para atender servi-
cios esenciales de la comunidad. En conclusión, conforme todo lo razonado, el derecho de
huelga puede verse restringido, en la menor medida posible, en aquellos supuestos en los que
se ponga en peligro la seguridad, en nuestro caso, del medioambiente. 

6. HUELGA ESPONTÁNEA ANTE LA IMPREVISIBILIDAD DEL DAÑO: LA CALIFICACIÓN
COMO HUELGA

Como sabemos, los trabajadores poseen en nuestro ordenamiento jurídico la facultad de
suspender su prestación de trabajo, al margen de por la huelga, en el caso de que se produzca
un peligro inminente para ellos. En concreto, el art. 21.3 LPRL reconoció, como gran novedad
de nuestro ordenamiento jurídico respecto de otros, que los representantes de los trabajadores
podrían acordar, cuando comprueben la insuficiencia de las medidas de protección adoptadas
por el empresario, así como la exposición de los trabajadores a un riesgo grave e inminente, la
paralización de la actividad de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Dicho acuerdo se
comunicará a la empresa y a la autoridad laboral. Esta anulará o ratificará la paralización en el
plazo de veinticuatro horas.

Esta normativa de prevención de riesgos somete a la acción colectiva de los trabajadores a
importantes restricciones. En concreto, al tratarse de una facultad excepcional, se encuentra
extraordinariamente lastrada por la concurrencia de los requisitos de gravedad e inminencia del
riesgo36. Con relación a estos, el propio art. 4.4 LPRL establece que se entenderá por tales
aquellos que resulte probable racionalmente que se materialicen en un futuro inmediato37. No
obstante, en última instancia, no deja de ser una cuestión de apreciación subjetiva rodeada de
una cierta inseguridad para los trabajadores que decidan llevar a cabo la paralización de la ac-
tividad. Esta inseguridad se evidencia si comparamos tales preceptos con aquellos que, en el
ámbito del derecho ambiental y de protección de la salud, consagran el principio de precaución.
Así, por ejemplo, el artículo 3 d) de la Ley General de Salud Pública (Ley 33/2011, de 4 de oc-
tubre) establece que «la existencia de indicios fundados de una posible afectación grave de la
salud de la población, aun cuando hubiera incertidumbre jurídica sobre el carácter del riesgo,
determinará la cesación, prohibición o limitación de la actividad sobre la que concurran».

Es significativa, a este respecto, la resolución adoptada por el Tribunal Supremo en uno de
los escasos supuestos en los que se ha pronunciado sobre estas cuestiones. En concreto, nos
referimos a la STS de 30 de enero de 1989 (Ar. 316). Esta resolución resolvía el supuesto del
incendio de un buque que transportaba sustancias peligrosas. Los representantes de los traba-
jadores acordaron el desalojo de sus compañeros, desoyendo las órdenes empresariales que
les instaban a desembarcar la carga. Sin ánimo de abundar más, pues nos alejaría de nuestro
objeto de estudio, llama la atención que el Supremo admitió la procedencia del despido, preci-
samente, como consecuencia de la aplicación de la normativa sobre derecho de resistencia
para lo que se encargó, previamente, de negarle a tal protesta la consideración de huelga38. Es
decir, podemos comprobar cómo la normativa específica de protección frente a los riesgos am-
bientales se convierte en una fuente de obligación adicional para los trabajadores, sin conllevar,
a su vez, un aumento de las garantías de estos.

Como consecuencia del propio planteamiento del Tribunal Supremo, habría de plantear qué
posibilidades hubieran podido tener los trabajadores para acogerse, no al art. 21.3 LPRL, sino
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36 BAYLOS GRAU, A., «El criminal casi siempre gana», Revista de Derecho Social, n.º 24, 2003, pp. 6 y ss.
37 THIBAULT ARANDA, J., «La paralización colectiva de la actividad productiva como medida de Seguridad e Hi-
giene», Revista Doctrinal Aranzadi Social, 1997, V, p. 4.
38 Véase, el interesante Voto particular, en la línea de nuestro razonamiento, planteado por el Magistrado D.
Leonardo Bris (FERNÁNDEZ LÓPEZ, 1987).
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al derecho de huelga. En este caso, la exigencia del riesgo de daños graves e inminentes no
hubiera sido indispensable. Es decir, que hubiera podido convocarse una huelga, como venimos
manteniendo, también para evitar consecuencias negativas en el empleo y no solo por entrañar
un peligro grave e inminente.

No obstante, se plantea un nuevo problema. En el ordenamiento jurídico español, la huelga
ha de ser preavisada a la empresa39. Dicho preaviso encaja mal con supuestos como el resuelto
por la sentencia arriba citada en el que el riesgo para el medio ambiente no permitía demorar
el inicio de la huelga. No obstante, la interpretación dada por el Tribunal Constitucional al art.
3.3 RDLRT permite eludir el cumplimiento del preaviso, entendido, como regla general, como
un sacrificio proporcional del derecho de huelga, en el caso de que se constate un supuesto de
fuerza mayor o estado de necesidad, que, en todo caso, deberá demostrar quien realice la in-
vocación (STCo 11/81).

Nos encontramos, a pesar de la matización jurisprudencial de la obligación del precepto,
con un nuevo conflicto entre el régimen de regulación del derecho de huelga y su utilización en
la protección del medio ambiente. Esta circunstancia encaja mal con uno de los principios bá-
sicos del derecho de protección de la naturaleza, esto es, el principio de precaución. En con-
creto, la exigencia de que los trabajadores tengan una cierta certeza de la concurrencia de un
daño que le exima de su deber de continuar trabajando sin preavisar choca con el principio de
precaución inspirador de nuestra normativa medioambiental40.

Aplicando tales principios del derecho medioambiental, sería indispensable incrementar la
protección del trabajador ante una valoración equivocada dado que, generalmente, los riesgos
medioambientales serán más difusos y difíciles de predecir con certeza41. Es por esto que, tam-
bién en esta cuestión, sería aconsejable una normativa propia que valorara convenientemente
la especificidad que plantea la protección del medio ambiente. Esta es la necesidad a la que
hizo frente, a través de la Ley n.º 316, de 16 de abril de 2013, el ordenamiento jurídico francés42.
Esta norma vino precedida de amplios debates doctrinales que evidenciaban la dificultad de
preconizar un derecho a la denuncia de los abusos medioambientales de la empresa si no venía
acompañado de todo un sistema de protección a aquellos trabajadores que decidían llevar a
cabo dicha denuncia43.

7. CONCLUSIONES

A pesar de la progresiva asunción de la grave situación en la que se encuentra la humanidad
ante el cambio climático y los problemas medioambientales consiguientes, no comprobamos
que el derecho del trabajo esté dotándose de garantías que pudieran convertirlo en aliado de la
lucha contra semejantes fenómenos. Es cierto que los trabajadores poseen instrumentos de re-
acción ante las políticas empresariales que supongan un riesgo para las personas y, por ende,
para el medio ambiente. Sin embargo, estas instituciones se encuentran lastradas por impor-
tantes cortapisas propias de una concepción demasiado restrictiva de su ámbito de aplicación.
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39 CASAS BAAMONDE, M.ª E., «Las huelgas atípicas en el ordenamiento jurídico español», Revista Española de
Derecho del Trabajo, 1985, n.º 24, p. 529.
40 MORENO MARCOS, M., «El principio de precaución y la democratización del riesgo: posibles aplicaciones en
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En el mismo sentido, no encontramos ninguna referencia en países como España, Italia o
Francia a las posibilidades de los instrumentos de conflicto colectivo como medios para influir
en la protección del medio ambiente. A pesar de ello, comienzan a aparecer casos en los que
estas instituciones son utilizadas en la práctica para fines como los aquí analizados. Por ejemplo,
en Francia, el sindicato CGT planteó en el año 2014 una huelga que duró 3 meses con el obje-
tivo de hacer revertir las emisiones de la empresa Sénerval (dedicada a la valorización de resi-
duos), dañinas, a juicio del sindicato, para la población de Estrasburgo.

Es necesario, por ello, realizar un esfuerzo interpretativo sobre conceptos como interés pro-
fesional para posibilitar la extensión de los tradicionales instrumentos de conflicto colectivo a
una realidad, la protección del medio ambiente, en la que no se pensaba cuando fueron reco-
nocidos por nuestros respectivos ordenamientos jurídicos.

La asunción de que, dentro de los intereses que le son propios a los trabajadores, también
se encuentra la lucha por un medio ambiente sano, ha de provocar una ampliación de las posi-
bilidades de los instrumentos de conflicto colectivo. La huelga se posiciona en el instrumento
ideal. En primer lugar, en la reivindicación de los trabajadores, como clase social, de la supera-
ción de un modelo productivo que configura el trabajo y el medio ambiente como simples mer-
cancías44. También frente al empresario, cuya libertad de empresa no puede seguir
convirtiéndose en una excusa para políticas empresariales que no avancen hacia una gestión
sostenible en la que se dé cabida a la intervención de los trabajadores.

En este momento final, hemos de ampliar nuestras reflexiones a la situación del derecho de
huelga en la actualidad. Es evidente que las posibilidades de este instrumento de presión con
relación a nuestro objeto de estudio están íntimamente relacionadas con las posibilidades, en
general, de esta institución en la práctica de las relaciones laborales en la actualidad. A este
respecto, suscribimos las palabras de González Ortega cuando caracterizó tal situación como
de acorralamiento contra el derecho de huelga45.

Al respecto, un análisis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional de las dos últimas
décadas nos lleva a pensar que pretende «enmendar el error» que supuso, a su juicio, la con-
sideración del derecho de huelga como derecho fundamental. Eficacia y efectividad del derecho
de huelga se encuentran más disociadas que nunca. Por primera vez, este Tribunal equiparó
este derecho con un cierto derecho de la empresa a la defensa utilizando los medios a su al-
cance frente el derecho fundamental de huelga46. En este contexto, difícilmente la huelga me-
dioambiental podrá alcanzar los fines que aquí le hemos atribuido si no se produce un rearme
de las posibilidades del derecho de huelga frente a una libertad de empresa cada vez más exal-
tada47.
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